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Presentación


Puede haber una variedad de respuestas a la pregunta de por qué escribí este libro. La más importante es que sentí la responsabilidad de aportar en momentos en que nuestro país se ha embarcado en la búsqueda de la que el actual gobierno ha llamado la Paz Total.


Sobre el proceso con el M-19 he escrito dos libros: De primera mano, publicado en 1996; y 9 de marzo de 1990, publicado en 2020. También, un par de prólogos. Adicionalmente, me había dedicado a escribir sobre el paradigma de las drogas, transversal a nuestro conflicto.


Creo que mi experiencia en los diversos procesos y negociaciones de paz puede plantear nuevas comprensiones del momento actual y propuestas para ser estudiadas. Al cierre de este libro en noviembre de 2023, era evidente que hacía agua la estrategia puesta en marcha desde el día uno por el gobierno para pacificar el país.


Los problemas provenían desde varios frentes: de un lado, el ELN había dejado en libertad a regañadientes a Luis Manuel “el Mane” Díaz, padre de nuestra estrella en el Liverpool de Inglaterra, Luis Díaz, pero los comandantes de esa guerrilla les hicieron saber a los colombianos que las mal llamadas retenciones económicas seguirían en su agenda para obtener recursos. De hecho, según cifras creíbles, más de 30 personas seguían en poder de esa guerrilla y los familiares de varios secuestrados clamaban por su liberación.


Y de otro lado, las disidencias de las Farc, comandadas por Iván Mordisco, suspendieron las negociaciones con el gobierno, pero aclararon que el cese al fuego seguía vigente. Figura rara por demás.


Es un hecho: la llamada paz total tambaleaba, pese a que horas después del rompimiento las partes anunciaron sin mayor aspaviento la reanudación de la mesa de negociaciones, con cese al fuego incluido y verificación internacional.


La crisis con el ELN planteaba, entonces, la necesidad de revisar algunas decisiones precipitadas, como haber decretado un cese al fuego sin solucionar antes los fundamentos de una negociación que, en mi opinión, debe mantenerse bajo nuevas condiciones.


Las negociaciones con el que llamaron Estado Mayor Central de las Farc, antiguas disidencias, así como con las bandas criminales dedicadas al narcotráfico, también estaban suspendidas, y el tercer proceso con la autodenominada Segunda Marquetalia –desertores de las Farc–, dependía de los jueces.


Así mismo, el gobierno abrió otros frentes de negociación sin tener a la mano una ley de sometimiento y ni siquiera discutida con el Congreso. Se embarcó en procesos con las bandas criminales de Buenaventura, Los shottas y Los espartanos. También en Medellín con tres estructuras urbanas. Y uno más con el grupo neoparamilitar Conquistadores de la Sierra Nevada de Santa Marta.


La realidad aun incierta de las negociaciones ha desembocado en un nuevo desafío para la seguridad territorial, que pasa por los momentos de mayor vulnerabilidad en décadas, con indicadores a noviembre de 2023 que dan cuenta de una variación del 83 por ciento en los secuestros, entre enero y septiembre en comparación con el mismo periodo del año anterior; además de 73 masacres, 135 líderes y 33 excombatientes asesinados en los últimos 10 meses, según Indepaz.


La nueva gobernanza regional, elegida en las recientes elecciones de octubre, tendría que asumir un liderazgo único en momentos en que la violencia es creciente tanto en las grandes capitales como en los lugares más recónditos.


El cambio de alto comisionado para la Paz, de Danilo Rueda por Otty Patiño –quien venía desempeñándose como jefe negociador con el ELN–, planteaba la oportunidad de revisar el diseño de la Paz Total en su simultaneidad, pero además en sus metodologías. Daba sin duda una esperanza en la reconducción de la política de paz y de su ingrediente ausente, la seguridad en los territorios.


Horizontes para la paz no es un libro sobre la coyuntura diaria que vive el país. Tampoco pretende sentar cátedra, porque la Colombia de los procesos de paz exitosos es bien distinta a la Colombia de ahora. Esta es una aproximación al deber ser, producto de la experiencia, de haber participado en negociaciones que tuvieron metodologías más o menos ciertas, con un país determinado a permitir que se avanzara en ellas. Este no parece ser el caso y hacia allá es que debe dirigirse la pedagogía que se le dicte a la opinión para crear los espacios que permitan avanzar.









CAPÍTULO 1
 Negociar o no negociar


Por qué leer este libro


He participado en todos los procesos de paz que se han dado en Colombia desde la violencia, y en una u otra medida todos han sido exitosos. De hecho, si miramos hacia atrás, hay muchos elementos que dejan aprendizajes útiles para los procesos de negociación y de sometimiento que se adelantan en este momento, más aun teniendo en cuenta que con el tiempo han aparecido desafíos para hacer sostenibles los acuerdos con los grupos al margen de la ley.


Durante el gobierno de Virgilio Barco fui el “jefe negociador” –término usado ahora– en los procesos con el M-19; el Ejército Popular de Liberación, EPL; el movimiento Quintín Lame; y el Partido Revolucionario de los Trabajadores, PRT. A principios de los años 1990 y de manera indirecta, pues era consejero para la Seguridad Nacional, participé en el proceso con las autodefensas, y en el sometimiento de los capos del cartel de Medellín: Pablo Escobar y los hermanos Ochoa Vásquez. Era ministro de Defensa cuando se dio el proceso que llevó a la paz a la Corriente de Renovación Socialista, CRS, durante el gobierno de César Gaviria. Como senador participé activamente en la negociación con los paramilitares en el gobierno de Álvaro Uribe e intervine en el proceso con las Farc-Ep, en el llamado Cónclave durante el gobierno de Juan Manuel Santos.


***


Empecé con el M-19 el 10 enero de 1989, el año más violento desde que tenemos memoria. Las conversaciones se prolongaron durante catorce meses y a lo largo de ese tiempo surgieron múltiples inconvenientes: desde el asesinato del guerrillero Afranio Parra a manos de un policía, hasta el famoso favor que les hizo el Congreso a los extraditables con un referendo que los beneficiaba y que Barco decidió hundir a finales de ese año.


El del M-19 fue el primer proceso de paz en toda América. El acuerdo final, tras el desarme, fue firmado el 9 de marzo de 1990. Después, El Salvador y Guatemala siguieron el mismo modelo.


El 28 de abril de 1990, en las honras fúnebres de Carlos Pizarro, candidato presidencial del recién desmovilizado M-19, algunos enviados del Ejército Popular de Liberación, EPL, se acercaron a Antonio Navarro –sucesor de Pizarro en la contienda electoral– y le dijeron que querían intentar un proceso de paz con el gobierno. Después de varias evoluciones, finalmente arrancó y se llevó a cabo con el esquema de las zonas de distensión. Meses después, delegados del EPL se integraron a la Asamblea Constituyente de 1991.


Para dialogar con el Partido Revolucionario de los Trabajadores, PRT, viajamos a Flor del Monte, en la costa Caribe. El PTR nació como guerrilla en Sucre, en 1982. Tuvo presencia en la región Caribe, Nariño, Cauca, Valle del Cauca y Antioquia. Estuvo conformado por unos doscientos hombres, especialmente apoyados por sindicatos y sectores de facciones maoístas. Su principal dirigente era un individuo llamado Valentín. No sé si era el alias o su nombre real. Después de un rápido proceso, sus dirigentes aceptaron desmovilizarse y desarmarse e igualmente fueron incorporados a la Asamblea Constituyente. Después de su desmovilización, el jefe del grupo se incorporó como secretario de Tránsito en Barranquilla.


Con el movimiento Quintín Lame fue distinto. El proceso se dio en los años 1990. Recuerdo que un ciudadano húngaro, que dijo ser asesor de ese grupo, llegó a la Consejería de Paz y manifestó la intención de iniciar un proceso de negociación. Entonces, con Ricardo Santamaría, Jesús Antonio Bejarano, Reynaldo Gary y Carlos Eduardo Jaramillo, propiciamos varios encuentros en los que muy rápidamente ellos aceptaron la desmovilización y el desarme. El departamento del Cauca fue el escenario en el cual se planeó todo el proceso y donde tenían área de acción. Su comandante era alias Ciro Tique, que respondía al nombre real de Henry Caballero. Después, en la Mesa de Togoima, en el municipio caucano de Páez, se produjo el desarme. El Quintín Lame también llegó a la Asamblea Constituyente.


En el cambio de gobierno de Barco a Gaviria, agosto de 1990, asumí el cargo de consejero de Seguridad Nacional. Al principio no tenía oficina y cargaba los documentos en un maletín que llevaba a todas partes. Ahí guardaba todos los apuntes de las experiencias que había vivido en los meses anteriores. Era la época en que el expresidente Alfonso López Michelsen hacía parte de “Los notables”, nombre que los medios de comunicación le pusieron a un grupo de personalidades que trabajaban para enfrentar con ideas el narcoterrorismo del momento.


De “Los notables” recibí un campanazo de alerta que expresé al presidente Gaviria: “Si uno de los extraditables se entrega, no hay delito ni anotación que permita detenerlos”. De inmediato, Gaviria llamó al ministro de Justicia, Jaime Giraldo Ángel, y me pidió que repitiera delante de él la frase que acababa de pronunciar. Empezamos a trabajar. Gaviria citó un consejo de ministros para el siguiente día. Tras varias horas de intensas discusiones, fueron expedidos los primeros tres decretos que permitieron el sometimiento de los hermanos Jorge Luis, Juan David y Fabio Ochoa Vásquez y de un capo menor en Manizales. Pablo Escobar no se entregó. La Asamblea Constituyente decidió dejar la extradición por fuera de la nueva Constitución de 1991. Los decretos de sometimiento no se quedaron ahí, esperando la entrega de Escobar, porque después fueron llevados a la legislación permanente. Se le conoce como negociación de penas o principio de oportunidad.


La política de sometimiento sirvió después para desmontar varios grupos de autodefensa. Con mediación de monseñor Isaías Duarte Cancino, obispo de Urabá, Horacio Serpa se reunió con la autodefensa de Urabá. Más de mil integrantes de esa organización paramilitar se acogieron a la nueva normativa jurídica.


Al final del gobierno de Gaviria en 1994 se produjo el diálogo con las milicias de Medellín, una idea innovadora que se le ocurrió a nuestro colega de oficina, Carlos Eduardo Jaramillo. Jóvenes adscritos a esas redes delincuenciales recibieron indulto y se incorporaron a actividades cívicas y al Sena. Desde el Ministerio de Defensa seguí muy cuidadosamente la evolución de ese proceso porque era la primera vez que se intentaba un enfoque para detener la violencia urbana.


También, en la última etapa del gobierno Gaviria se incorporó a la paz la Corriente de Renovación Socialista, CRS, una disidencia del ELN. Ese proceso le correspondió manejarlo a Ricardo Santamaría. De sus detalles y desarrollo estuve muy pendiente desde el Ministerio.


En ese momento que vivía el país, diría sin temor a equivocarme que los militares estaban felices con cualquier posibilidad de paz. En particular, con la paz en las ciudades y con el grupo que era disidencia del ELN.


En 2004, para el proceso de paz con las autodefensas, o paramilitares, y en mi calidad de presidente de la Comisión de Paz del Senado, aproveché un receso en las sesiones y organicé al menos cuarenta audiencias públicas que sirvieron de base para escribir el documento titulado “Recomendaciones para superar el fenómeno de la autodefensa-paramilitarismo”, que hicimos llegar al gobierno y al propio Congreso. Las sugerencias quedaron resumidas así:




Sobre el proceso, tener en cuenta las diversas posiciones presentadas en torno al paramilitarismo; elaborar una política pública con condiciones claras; exigir el cese de hostilidades y adoptar medidas para verificarlo; incorporar a las víctimas en el proceso y reconocer y restaurar su dignidad; promover la presencia de la sociedad civil en el desarrollo del proceso; realizar una evaluación seria de los costos y fuentes de financiación del proceso de desmovilización y reincorporación para asegurar los recursos necesarios.


Sobre la ley, buscar fórmulas que concilien la necesidad de paz con las exigencias de verdad, justicia y reparación; presentar un proyecto que recoja las obligaciones internacionales del Estado colombiano en materia de derechos humanos; incluir expresamente el tratamiento que se debe dar a la extradición; crear una estructura completa para el tratamiento judicial especial, que exija parámetros de acción colectivos y requisitos concretos; imponer condenas penales efectivas a los más altos responsables de infracciones graves y sistemáticas al derecho internacional humanitario; replantear el capítulo de reparación a las víctimas y diseñar una política integral que satisfaga la reparación individual, colectiva, simbólica y pecuniaria; replantear los mecanismos de esclarecimiento de la verdad, como derecho de las víctimas y como garantía de no repetición para la sociedad.


Sobre el posconflicto, diseñar y aplicar una estrategia de recuperación integral de las zonas de influencia paramilitar; diseñar planes integrales de seguridad encaminados a garantizar la seguridad de los desmovilizados, la no repetición de conductas delictivas por parte de estos grupos y la seguridad de los habitantes de las regiones de influencia paramilitar; consolidar la seguridad de las zonas rurales mediante fuerzas especiales con integrantes de las Fuerzas Militares; disponer que una agencia estatal se encargue de llevar a cabo los programas de desmovilización y reinserción de excombatientes; conformar comités nacionales, regionales y/o municipales para la verificación del cumplimiento de los acuerdos realizados por las partes; y realizar un estudio serio y riguroso sobre experiencias comparadas en la materia.





Después fui ponente de la ley de Justicia y Paz, pero decidí retirarme al final porque habían llenado el proyecto de ‘micos’, como se les conoce en el argot parlamentario a los favorecimientos que surgen de la noche a la mañana en las iniciativas parlamentarias. Por fortuna, la Corte Constitucional tumbó todos los goles que habían incluido y entre otras cosas le recortó a la ley el reconocimiento de que los paramilitares eran actores políticos.


El último proceso al que fui convocado a participar fue el llamado Cónclave, nombre dado por Humberto de la Calle e Iván Márquez para culminar el accidentado proceso de paz con las Farc-Ep en 2016. El resultado fue que en menos de dos semanas logramos cerrar un ciclo de más de cuatro años para poner fin a un conflicto de medio siglo. Fue un proceso lleno de lecciones que veremos más adelante.


No obstante, el 2 de octubre de 2016 se perdió el plebiscito convocado por el presidente Santos para validar en las urnas el acuerdo alcanzado con las Farc. Aunque por un mínimo porcentaje, el resultado fue desfavorable porque la sociedad colombiana estaba dividida y el Centro Democrático adelantó una campaña contra el plebiscito conocida como el NO.


Luego vino la renegociación del articulado con representantes de la oposición, que al final lo consideraron insuficiente. Lo cierto es que el acuerdo entró en vigor y 12.925 guerrilleros aceptaron desmovilizarse y desarmarse, al tiempo que 10 reconocidos jefes de las Farc hoy se encuentran en el Congreso por un periodo de ocho años; otros muchos integrantes de las Farc habitan en los 26 Espacios Territoriales de Capacitación y Reincorporación, ETCR, creados para albergarlos. No obstante, ocho años después, alrededor de 400 excombatientes han sido asesinados.


Esas páginas de nuestra historia reciente están escritas gracias a la institucionalidad generada por la Comisión de la Verdad, en cabeza del padre Francisco de Roux. Mientras, la Jurisdicción Especial para la Paz, o Justicia Transicional, da cuenta de las confesiones y establece las condenas respectivas para garantizar la no repetición y la verdad para 8.349.434 víctimas que ha dejado la guerra desde agosto de 1986 hasta julio de 2016.


Hoy, Colombia transita en el gobierno de Gustavo Petro, quien se desmovilizó en el proceso de paz con el M-19, y ahora como mandatario decidió apostarle a la Paz Total. Ahora estamos en un país que luego del proceso con las Farc recicló con otras características las violencias en los territorios, las fragmentó e incrementó los conflictos locales, especialmente en la disputa por las rentas ilegales. Esta ecuación ha producido como resultado un mayor número de víctimas de la población civil y creado nuevos poderes de facto.


Hoy afrontamos la existencia de estructuras del crimen organizado movidas por las dinámicas del mercado de la droga, la minería ilegal y la extorsión. Un ejemplo claro de esos poderes es el Clan del Golfo con sus tentáculos en la guerra urbana de las principales ciudades del país. Ya no son guerrillas con organización de mando jerárquico, aunque algunas de ellas sean reductos, disidencias o desertores de las antiguas Farc, como el caso de la Segunda Marquetalia o el llamado Estado Mayor de las Farc. De allí la dificultad para establecer mecanismos de negociación, un término que no debería usarse si no va acompañado de una política de sometimiento. Clan del Golfo, Segunda Marquetalia y Estado Central Mayor se alimentan y se enfrentan entre sí.


Otro es el caso de ELN, una guerrilla con la que se han intentado en el pasado cinco procesos de paz. Del último, durante el gobierno de Juan Manuel Santos, se ha recuperado un importante porcentaje de la agenda temática. Por ahora, y para ver la luz al final del túnel, la negociación tiene como fundamento la necesidad de aplicar la política de seguridad y de defensa en los territorios, y buscar acuerdos humanitarios previos.


Así las cosas, con el fin de sacar de la ilegalidad a quince mil personas, avanzan los procesos con el ELN, con el Estado Mayor de las Farc, con la Segunda Marquetalia, con las autodefensas de la Sierra Nevada, con las bandas delincuenciales de Buenaventura y con las bandas criminales del Valle de Aburrá y de Quibdó.


Por qué negociar


Parto de la premisa de que ningún Estado puede negarse a explorar salidas ante un conflicto armado.


Se estima que en 2019 hubo 49 negociaciones y acercamientos de paz en conflictos en varios países del mundo. De ellas, 19 fueron en África; 12 en Asia; 5 en América; 7 en Europa y 6 en Oriente Medio.


Indicadores confiables señalan que en 2022 se dieron 39 procesos de negociación y acercamientos de paz en los siguientes países:1 en África, 10; en Asia, 5; en América, 1; en Europa, 1; y en Oriente Medio, 2. En ese mismo año también hubo países en los cuales no se dieron procesos de negociación, o no terminaron los que iniciaron, o se frustraron por algún motivo: en África, 6; en Asia, 4; en Europa, 1; y en Oriente Medio, 3.


De atrás hacia adelante, miremos estas cifras: en 2017 hubo 43 procesos de negociación; en 2018, 49; en 2019, 40; en 2020, 37; en 2021, 39; y, como ya mencioné, en 2022, 39.


En 2019, en el 80 por ciento de las negociaciones intervinieron terceros países que facilitaron la mediación. En esta cifra están incluidas 29 negociaciones de carácter interno con participación de terceras partes; 7 negociaciones interestatales, es decir, en las que más de un Estado ha estado involucrado; 2 diálogos nacionales con terceras partes y 2 más con otros formatos.


En 2019 fueron resueltos –o al menos lo intentaron– los siguientes conflictos por vía de la negociación: Burundi, Camerún (Ambozonia, North West, South West), Eritrea-Etiopia, Etiopia (Ogaden), Etiopia (Oromiya), Libia, Mali, Marruecos-Sahara Occidental, Mozambique, Nigeria-Delta del Níger, RCA, RDC, región Lago Chad (Boko Haram) República del Congo, Senegal, Somalia, Sudán, Sudán del Sur, Colombia (Farc), Colombia (ELN), Haití, Nicaragua, Venezuela, Afganistán, China, Corea del Norte y Sur, Corea del Norte y EU, Filipinas (MILF, MNLF, NDF) India, Myanmar, Papua Nueva Guinea, Tailandia, Armenia (Azerbaiyán, Nagorno Karabaj), Chipre, Georgia, España-País Vasco, Moldova, Serbia, Ucrania, Irán, Iraq, Israel-Palestina, Siria, Yemen.


Procesos y negociaciones de paz


Decía que ningún Estado debe renunciar a explorar salidas ante un conflicto armado. Hubo más negociaciones en 2019 que en el 2022. Seguramente la pandemia tuvo sus efectos en los conflictos, intentaron menos negociaciones o hubo menos conflictos. Lo cierto, es que por la vía de la guerra, no han finalizado las confrontaciones.
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Por qué no negociar


Hay Estados que no negocian porque consideran que hacerlo es validar los métodos violentos de los armados. No está claro si en Colombia aplicará este principio, porque ya se han iniciado conversaciones con los Grupos Armados Organizados, GAO, es decir, con el Clan del Golfo, vía una ley de sometimiento que a finales de 2023 no había visto la luz en el Congreso de la República.


También se da el caso de Estados que prefieren terminar un conflicto sin llegar a una negociación y deciden afrontarlo por la vía militar, porque creen que de esa manera evitarán más muertes. Esas naciones están convencidas de que esperar una negociación lleva necesariamente a la prolongación del conflicto. La guerra para lograr la paz es la máxima de esa tesis.


En el caso colombiano, es importante saber cuándo es viable negociar y cuándo no se debe hacer. La teoría en estos casos plantea varios elementos:




	Medir la voluntad de paz: el indicador para establecerlo es si las agrupaciones incrementan sus actividades criminales durante las conversaciones o violan los acuerdos tempranos.


	Violaciones sistemáticas a los derechos humanos: si una vez iniciadas las aproximaciones cometen de manera sistemática asesinatos, secuestros, torturas, reclutamientos u otros crímenes atroces.


	Falta de apoyo de la sociedad: cuando no hay suficiente respaldo a las negociaciones. Se requiere siempre, o al menos es deseable, cohesión interna.


	Ausencia de una estrategia integral: si el Estado no cuenta con una estrategia integral que aborde las causas subyacentes del conflicto, y carece de una política de seguridad que garantice la recuperación del territorio.





Qué se negocia


Colombia lleva más de treinta y cinco años en negociaciones, o al menos en intentos de llegar al fin del conflicto. No se trata de un armisticio entre iguales, ni la negociación de una guerra civil en la cual las partes representan porciones significativas de la población. Se trata de buscar acuerdos con quienes se alzaron en armas contra el Estado. La guerrilla en Colombia no representa a un sector de la población, a una etnia o a una inconformidad regional. Es un alzamiento armado contra el orden político establecido. De muchos años –es cierto–, con una no despreciable capacidad armada –también es cierto–, pero es un alzamiento armado y no una guerra civil; y esta diferencia es sustancial.


Pasados todos estos años puedo compartir lo que creo debe ser el sentido de la negociación con las guerrillas. Tres razones principales llevan a un Estado legítimo y democrático como el colombiano a ofrecerle negociar a una guerrilla:


La primera, política: abrir espacios políticos a quienes argumentan no tenerlos y por esa razón se han levantado en armas.


La segunda, humanitaria: terminar el derramamiento de sangre.


La tercera, un motivo práctico: es más eficiente terminar un conflicto con negociación que continuarlo por la vía armada. La capacidad de daño debe ser una de las consideraciones principales para iniciar conversaciones, como se hizo con Los Extraditables por medio de su sometimiento a la justicia.


Es fundamental aclarar que esto es lo que se negocia o guía la negociación con las organizaciones guerrilleras. Las negociaciones con las GAO se hacen en virtud de las herramientas contenidas en las leyes de sometimiento a la justicia.


 


 


 


 





1.Negociaciones de paz 2022. Análisis de tendencias y escenarios. Escola de Cultura de Pau. Universidad Autónoma de Barcelona.









CAPÍTULO 2
 La paz: una visión liberal


Tres principios liberales para construir una visión sobre el proceso de paz


En primer lugar, está en la base de los principios que el diálogo es una forma liberal de tratar de resolver problemas. En el caso específico del conflicto armado, eso quiere decir que se privilegia la solución política negociada, pero no como alternativa sino como una postura política permanente.


Lo segundo tiene que ver con el reconocimiento al carácter del alzamiento. Se entiende que existen razones políticas para levantarse contra el Estado y que, sin que estas se justifiquen, hay que buscar fórmulas de entendimiento en lo que se refiere a las motivaciones de esa manifestación de rebeldía. El contenido del alzamiento es político, así parezcan anticuadas o poco atractivas las ideas políticas de los intervinientes. Ese no es el problema; lo que hay que hacer es reconocer que el alzamiento tiene contenidos políticos.


Muchas opiniones, algunas muy calificadas, sostienen hoy que el conflicto ha perdido sus características políticas; otros dicen que por haber dejado de ser el comunismo una alternativa viable en el mundo, no lo es tampoco en Colombia. Aunque pueda ser cierta esa enunciación, el hecho de que los postulados políticos de los alzados sean atractivos o no, que sean viables o no, no deben ser materia de juicio. Los juicios son siempre subjetivos y no se está juzgando la calidad de la plataforma de los alzados en armas; no se trata de eso, no se trata de descalificar ni de subestimar sus ideas políticas, ni de menospreciarlas diciendo que no las tienen.


La tolerancia a las ideas ajenas es un principio liberal que debe mantenerse en una visión también liberal sobre la paz. No se escoge negociar porque se esté de acuerdo con la ideología de la contraparte; más bien es lo contrario: se negocia, o se intenta hacerlo, reconociendo que hay diferencias, incluso aquellas que parezcan irreconciliables.


Tercero, reconocer el carácter político del conflicto. Es distinto al punto anterior y quiere decir que el conflicto con los alzados en armas es por el poder, y que es el poder la principal motivación de las guerrillas, tanto en la confrontación como en una negociación de paz. No habrá paz sin cambios en el poder. El tamaño de los cambios en el poder es la materia de la negociación que se hace, tanto con la contraparte como dentro del establecimiento.


Esto quiere decir que el conflicto en lo esencial no es por territorio ni por control de recursos. Territorio y recursos son instrumentos en el logro de un objetivo claro y simple: el poder.


Verdad, justicia y reparación a las víctimas son la guía del liberalismo en el tratamiento a quienes hagan la paz


La solución política con grupos ilegales armados y organizados debe tener presentes los principios humanitarios y de derecho internacional. La justicia, la verdad y la reparación a las víctimas serán guía para los diálogos políticos y el tratamiento judicial a quienes hagan la paz a través de la negociación. Tendrá a estos principios como orientación. El tratamiento a los delitos de guerra y de lesa humanidad cumplirá estos preceptos y además será independiente de la orientación política de los perpetradores y será universal en su aplicación. No hay para el liberalismo delitos, ni delincuentes de primera y de segunda categoría.


En la negociación política con grupos ilegales armados y organizados, el liberalismo dará prioridad a los derechos de las víctimas por sobre los de los victimarios. Propenderá porque de una negociación salgan fortalecidas la verdad y la justicia, porque se esclarezcan los hechos violentos y se conozcan sus responsables, porque las víctimas sean reparadas y reconocidas y porque se deslegitime el uso de la violencia en la sociedad colombiana.


El diálogo como solución al conflicto: iniciativa liberal


Desde sus inicios, el liberalismo estuvo dividido frente a la posibilidad de una solución política al conflicto armado en este país. Desde cuando se empezó a mover la idea de diálogo, a principios de la década del ochenta, la opinión de algunos líderes liberales fue contrapuesta: por un lado, estaba el presidente Julio César Turbay, quien inicialmente no era partidario de abrir posibilidades de diálogo; por el otro lado, el expresidente Carlos Lleras y Luis Carlos Galán, quienes firmaron en 1980 un manifiesto público en el que pidieron abrir diálogos. Esta fue la primera vez que dialogar con alzados en armas tuvo entre sus impulsores a gentes distintas, a simpatizantes de izquierda y en particular a destacados estadistas liberales.


Sin embargo, y a pesar de las diferencias iniciales, la primera Comisión de Paz fue creada por Julio César Turbay y nombró a Carlos Lleras Restrepo como su presidente; pero el intento inicial, y pionero, no avanzó, aunque en el aire sí quedó sonando la iniciativa.


La campaña presidencial de 1982 mostró una decisión clara del liberalismo frente a la paz, y fue de tal tamaño que se convirtió en tema principal de la candidatura de López Michelsen. “La paz es liberal”, era el lema de campaña y no dejaba de ser una osadía en aquellos tiempos de la Guerra Fría, cuando ni en el país ni en el contexto internacional existían antecedentes de negociación con grupos marxistas.


Belisario Betancur, quien había tocado muy poco ese tema en la campaña, cuando ganó la Presidencia asumió la paz como principal prioridad de su administración y centro de sus esfuerzos. Durante su mandato el proceso de paz avanzó notablemente y tuvo amplio respaldo político. En esencia, el presidente Betancur trazó una política de paz tan audaz que inicialmente descolocó a la guerrilla, la llevó a terrenos que no había pensado pisar. Los acuerdos iniciales de cese al fuego, tregua y diálogo permitieron avanzar bastante, pero la falta de precisiones y el descuido en asuntos tales como la tregua generalizada y la verificación sin instrumentos, generaron tantas anomalías que muchos sectores perdieron la confianza en el proceso, que finalmente fracasó.


En la conformación de las comisiones de paz, de diálogo y de verificación de los acuerdos, Betancur tuvo el cuidado de incluir siempre a figuras liberales destacadas. Pero lo hizo a título personal, tal vez para evitar una decisión o toma de posición de un partido en específico respecto al tema. Como colectividad, el liberalismo fue ambiguo frente a la paz de Betancur y se limitó a acompañarla sin entusiasmo. Los ministros de gobierno, liberales, acompañaron el proceso y lo defendieron, pero el partido como tal quedó descolocado temáticamente. Sentía que no podía estar por fuera, pero tampoco tenía ninguna idea alternativa que plantear ni en paz ni en manejo del orden público.


La siguiente campaña presidencial, la de 1986, empezó a mostrar diferencias y deslindes de las posiciones iniciales. Mientras Álvaro Gómez Hurtado se desligaba de la política de paz de Betancur, que para la época estaba ya en cenizas, Virgilio Barco planteaba una tesis simple y llana que fue el criterio central de su gobierno en materia de pacificación: “Mano tendida y pulso firme”.


Barco conservó los acuerdos vigentes que heredó de Betancur, pero cambió el enfoque de aproximación al proceso. Mantuvo Los acuerdos de la Uribe con las Farc, pero eliminó las comisiones y asumió la responsabilidad directa de conducir las negociaciones y de verificar el cumplimiento de los acuerdos. Amplió los programas de inversión social hacia zonas de violencia y estableció de manera sistemática mecanismos de participación social en la definición de inversiones públicas, destacando el Plan Nacional de Rehabilitación, PNR. Los acuerdos con las Farc no cristalizaron y entonces el gobierno dio otro paso al concretar una oferta pública de negociación llamada “Iniciativa para la Paz” que, además de los detalles que sería muy largo enumerar aquí, contenía un principio subyacente que era la piedra angular de la política de paz.


Qué debe negociarse y qué no


Un Estado puede negociar, pero con un mínimo de principios.


Uno es el democrático. Un gobierno a nombre de un Estado puede negociar el fin de un alzamiento, pero sin afectar su razón de ser ni su mandato popular. Eso quiere decir que el gobierno no puede negociar ni la democracia ni su mandato de origen. Eso sería despreciar a quienes votaron en su elección y cambiarlos por las ideas de los alzados en armas.


El gobierno no puede negociar, por sí y ante sí, la estructura del Estado, pues esta es producto de un consenso político constitucional y el gobierno es resultado de ese andamiaje. Por eso no puede modificarlo a voluntad. Aunque eso no quiere decir que el modelo de Estado no sea materia de negociación. Sí que lo es, pero no por el gobierno. Los cambios en el Estado tienen que ser decididos por los instrumentos institucionales (Congreso, referendo, constituyente).


Lo que se negocia es el alzamiento armado y no los motivos que se argumentan para este. Se trata de que los alzados en armas dejen de serlo, pero no que dejen de pensar cómo piensan. Al gobierno no le corresponde juzgar la bondad o pertinencia de las propuestas políticas de la guerrilla. De lo que se trata es de abrir los espacios para que la plataforma política de la guerrilla sea de la calidad que sea, se debata en medios democráticos apropiados.


Pero no siempre hay materia negociable. Las aspiraciones de la guerrilla pueden ser incompatibles con los principios democráticos del Estado, como por ejemplo la creación de una república islámica o de una democracia popular comunista; o puede involucrar la secesión de parte del territorio, lo que es inaceptable en Colombia.


Hay otros elementos que pueden ser negociables en una etapa del proceso, pero no en otra, y en las negociaciones de paz el orden de los factores sí que altera el producto.


El perdón jurídico a los alzados o a los involucrados en el conflicto es indispensable para culminar un conflicto, pero darlo al principio del proceso, como se hizo con la amnistía de 1984, lo que produce es impunidad generalizada. Exigir las armas de los alzados de entrada es iluso, pero nadie podría entender una paz armada.


Dos enfoques de negociación en Colombia


En Colombia ha habido dos enfoques en los procesos de paz. Uno que fue muy claro en el gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) y en el de Andrés Pastrana (1998-2002); y otro que caracterizó la negociación en los gobiernos de Virgilio Barco (1986-1990), César Gaviria (1990-1994) y Juan Manuel Santos (2010-2108).


La administración Betancur, pionera en este hemisferio en la búsqueda de soluciones políticas, entendió al conflicto como un problema de incompatibilidades históricas. El reconocimiento a lo que se llamó la existencia de condiciones objetivas para la formación de las guerrillas, implicaba una manera específica de abordar la solución. Pastrana tuvo la misma posición.


Mostrarles a los alzados la voluntad del Estado y un genuino deseo de rectificación, fueron bases para generar confianza y convencer a los insurgentes de la posibilidad de paz. Esta aproximación, que podíamos llamar idealista o voluntarista, no sería hoy la más adecuada en una mesa de negociación con una guerrilla sólida en lo doctrinario y crecida en su autoestima en capacidad militar.


Los gobiernos Barco, Gaviria y Santos aplicaron una concepción bien distinta, que llamaría de enfoque realista (para asimilarlo a una escuela de pensamiento en política internacional en las relaciones de poder). Se entiende que el conflicto es por el poder y por las fuentes que lo sustentan, por tanto, la negociación es con el poder y sobre el poder. Así se planteó en la política de paz de Barco, luego mantenida en esencia por Gaviria y posteriormente reeditada por Santos.


Gustavo Petro está en el intermedio. Hace acciones unilaterales –como los ceses al fuego del 31 de diciembre de 2022, que el ELN rechazó– y renueva la ley del orden público que le permite entablar negociaciones con el ELN y la Segunda Marquetalia, Estado Mayor de las Farc, en el caso de las ex Farc. Pero la base jurídica sobre la que se mueve el gobierno es aún indefinida, pues hasta diciembre de 2023 el Congreso no había discutido la llamada ley de sometimiento, con lo cual genera marcos de incertidumbre no deseables.


Sobre el carácter político de la Segunda Marquetalia y el Estado Mayor de las Farc, estas son mis consideraciones: los primeros son desertores del proceso de Paz de La Habana. Los otros ni siquiera fueron firmantes del Acuerdo de Paz. Gentil Duarte, comandante del Frente 1 de las Farc-Ep estuvo en La Habana, pero se retiró cuando percibió que no llegarían a la Constituyente. No merecerían una segunda oportunidad, pero la última palabra la tienen los jueces.


Volviendo a las organizaciones guerrilleras, pueden parecer diferencias retóricas, pero esas negociaciones tienen consecuencias concretas. La principal está en el diseño mismo del proceso. En el enfoque realista, la prioridad de la negociación estaría en el tipo de Estado que se requiere o se busca; el enfoque voluntarista miraría otros temas.


Otra consecuencia tiene que ver con las actitudes del gobierno. En el primer esquema, en el idealista, el gobernante puede dejar de defender una serie de postulados con el fin de generar confianza con la guerrilla. Conseguir que las partes confíen es el mantra en cualquier negociación. La defensa de la legítima acción de la fuerza pública es uno de los aspectos que se debilitan en la visión idealista y la acción del Estado a favor de los pobres se desvía en dirección a los violentos o a los ilegales.


El enfoque idealista se basa en mostrar capacidad de rectificación y el realista en crear espacios para negociar el poder. El primero pretende arreglar muchas otras cosas para que la paz pueda ambientarse; el segundo enfoque se concentra en la negociación del poder, pues lo demás vendrá por añadidura.


El conflicto colombiano es por el poder


A mi juicio, el enfoque y diseño de un proceso de paz están directamente relacionados a la forma como se entiende el conflicto. La guerra es la continuación de la política por otros medios –decía Carl von Clausewitz, uno de los principales teóricos de la ciencia militar moderna–, y la política, o sea dialogar para llegar a acuerdos, no es más que continuar el conflicto por otros medios, en este caso, pacíficos.


Entiendo el conflicto actual como uno en el que está involucrado el poder político. El centro de esta guerra de décadas es el poder y en esto me parece que no puede haber equívocos. Esta manera de entender las cosas descarta, a su vez, otras motivaciones como el territorio o el control de recursos económicos, que pueden ser objetivos transitorios, pero no son sus propósitos finales. Entenderlo así señala la manera como se puede entender lo que sería la paz y esta sería el resultado de una negociación por el poder, por su acceso, su distribución y por el control de las fuentes del poder.


El conflicto existe porque existe la guerrilla. No al contrario, y eso no debemos olvidarlo. Dicen que ellos están alzados en armas por la injusticia y que no han hecho la paz porque el gobierno, o los gobiernos, no los han dejado. Eso no es así y no podemos caer en una especie de culpa colectiva. El Estado colombiano ha sido excepcionalmente generoso para buscar la paz con las guerrillas. Ha hecho la paz con quienes han querido hacerla y persiste en tener, como sociedad, una mano tendida a los alzados.


En general, puedo asegurar que el ELN no busca poder nacional sino territorial. Se resignaron en su lucha armada, que lleva sesenta años. Desde su Quinto Congreso, esa guerrilla tiene un lema o una máxima: resistencia armada. Eso significa buscar el control de unas regiones específicas: Catatumbo, Arauca, Magdalena Medio, en especial el sur de Bolívar; Cauca, Chocó y el sur de Nariño.


Sin embargo, el itinerario acordado en México en 2023 deja entrever que al ELN sí le interesaría el poder nacional. La agenda de México y sobre todo la de La Habana, especialmente el punto referido a la Participación, así lo plantea: diseña un andamiaje de participación con gremios, organizaciones sociales, universidades, etc. En total, son cerca de ochenta organizaciones para establecer cambios en el poder nacional.


Papel de la sociedad


El gobierno tiene en Colombia un inmenso poder, pero la sociedad, si está más o menos unificada, tiene un mayor poder que el gobierno. Los gobiernos son sensibles a esas circunstancias. Vale recordar la época de las marchas multitudinarias contra las Farc en el gobierno de Álvaro Uribe. Hay que recordar que el Plebiscito después del Acuerdo Final con las Farc se perdió, aunque todo indicaba que saldría adelante. Múltiples factores influyeron en el resultado del Plebiscito, pero hay que tener en cuenta que el país estaba partido casi por la mitad. El fallido Plebiscito forzó una renegociación con los del NO. Hubiera sido imposible negociar en esas condiciones, con un conjunto de partidos afines al gobierno y con el gobierno.


Tal vez por eso, Gustavo Petro incluyó en la comisión que negocia con el ELN a José Félix Lafaurie, quien proviene de un partido radicalmente distinto a los que apoyan al gobierno. En los acercamientos con el Estado Mayor Central designó a Fabio Valencia Cossio y a Carlos Murgas. El primero ya pronunció algunas declaraciones públicas en las que mostró su disgusto con el proceso de Paz que se dio en La Habana con las Farc-Ep. Un proceso de paz en contravía de la sociedad, o de una parte de ella, es imposible que llegue a buen puerto.


Las marchas en la época de Álvaro Uribe y el Plebiscito tienen sus diferencias. A esas alturas, en el gobierno uribista no había acercamiento alguno con las Farc, mientras que el Plebiscito reveló que el país estaba partido en dos mitades. Y la causa del NO estaba principalmente encabezaba por un partido, el Centro Democrático, que organizó la mayoría de las manifestaciones en contra del acuerdo de La Habana.


El carácter político del alzamiento armado


Para hacer la paz con quienes se habían alzado en armas contra el Estado, se debía abrir un campo de discusión sobre sus iniciativas políticas, aquellas que los habían llevado a alzarse y a mantenerse en el alzamiento. Se planteaba un campo de discusión democrático, en cuanto que no se trataba de imponer planteamientos, ni pretender que se adoptaran la postura del establecimiento o la de la guerrilla. Se reconocía entonces el carácter político del alzamiento y se entendía la necesidad de abrir un espacio para buscar acuerdos sobre los temas que sustentaban esa rebeldía. Era una discusión que además debía hacerse con los sectores políticos. De otro lado, el carácter armado de los grupos implicaba un tratamiento paralelo para llevar a cabo con el gobierno. Siendo lo esencial el contenido político, la consecuencia de lograr acuerdos debía ser la cesación del alzamiento y su correspondiente desmovilización.


Por sí solo, ninguno de los dos componentes permitiría llegar a la paz. Un procedimiento de acuerdos políticos sobre los contenidos del alzamiento, sin consecuencias sobre el carácter armado de los grupos, es aceptar la imposición de las armas. Un procedimiento de desmovilización sin pactos políticos satisfactorios para las partes es una rendición.


Este modelo se aplicó, con variantes respecto a los espacios de discusión política, con varios grupos armados. Con el M-19 se estableció un mecanismo ad hoc de discusión política que se denominó “La mesa de trabajo”, que pretendió ser multipartidista. Con el EPL y otros tres grupos, el espacio de discusión política no fue exclusivo para ellos sino general para el país: la Asamblea Constituyente. En estos procesos, el Partido Liberal fue un soporte, tal vez el único, de los esfuerzos del gobierno porque canalizó apoyos, gestionó las mayorías necesarias para pasar los proyectos y estuvo institucional y políticamente en las buenas y en las malas.


En el gobierno Gaviria se mantuvieron los principios esbozados anteriormente y se eliminaron algunas condiciones para iniciar las negociaciones. La exigencia de cese al fuego unilateral para empezar a negociar fue suprimida y se aceptó negociar en medio del conflicto. El concepto de negociación se abrió a algo mucho más amplio que el alzamiento armado.


Se permitió, y esa fue la principal modificación de conceptos, negociar más allá del alzamiento, lo que en términos de las Farc se entendía como la crisis nacional. Sin duda significaba un enfoque más amplio a la mera negociación del conflicto.


Esa fue la negociación con la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar. Las dos rondas de conversaciones realizadas en el exterior avanzaron en varios de estos aspectos, al cabo de los cuales hubo acuerdo en establecer una agenda y un orden para discutirla. Además, fue preaprobado un mecanismo de cese al fuego que hoy espantaría a los actuales críticos a la zona de despeje, pues se trataba ni más ni menos de desmilitarizar 78 municipios. No obstante, las dificultades de negociar en medio del conflicto provocaron dos crisis que obligaron a suspender las rondas de conversaciones, y luego ya no hubo condiciones ni confianza para reiniciar.


En el gobierno de Ernesto Samper se hicieron varios intentos por sentarse a hablar y se expidieron varios documentos de política de paz, pero no fue posible por las precarias condiciones de gobernabilidad de entonces.


Pero más que hacer un recuento, seguramente incompleto y desde luego parcializado, es mi interés tratar de extraer algunas características distintivas de lo que es una visión liberal sobre los procesos de paz. Ello es posible hacerlo escarbando en los principios subyacentes de las políticas de paz de los gobiernos liberales, que entre otras han sido los únicos que hasta ahora han manejado y culminado con éxito los procesos de paz en los que se han embarcado.


El papel de los militares


En el gobierno de Belisario Betancur fueron múltiples los choques con los militares por el proceso de paz. Recuerdo que en una de esas duras controversias el mandatario se internó en una clínica esperando que se les pasara la furia a los militares. La rabia fue producto de una reunión secreta que Betancur sostuvo en Madrid, España, con los líderes del M-19, Iván Marino Ospina y Álvaro Fayad, pero el alto mando militar se quejó porque no había sido informado. Fue el 9 de octubre de 1983.


En el proceso con el M-19 fuimos conscientes de la importancia del papel de los militares. La Iniciativa de Paz establecía a cada una de las partes cómo comportarse, incluyendo a los militares. Es pertinente tener en cuenta que el esqueleto de la Iniciativa de Paz surgió del borrador preparado en la Consejería con motivo de la entrega de un grupo de las Farc en el Guaviare, pero esta nunca se produjo.


Al llegar de la primera reunión en el Tolima para la negociación con el M-19, hice mi primera parada en el Ministerio de Defensa, cuyo titular era el general Manuel Jaime Guerrero Paz. Recuerdo que cuando entré estaban en una reunión de comandantes y les presenté el documento firmado por el M-19 y el Gobierno. Después de leerlo, el ministro Guerrero Paz me hizo un reclamo: “Se usa el término comandante general para referirse a Carlos Pizarro y aquí no hay sino un comandante general y es el general (Óscar) Botero”. Repuse: “Qué quiere, ¿que diga cabecilla?”. Los generales soltaron la risa.


Adquirimos como costumbre que cada vez que íbamos para Santo Domingo, Cauca, sede de los diálogos, pasáramos por la oficina del general Manuel José Bonnet para informarle de qué íbamos a hablar con los guerrilleros. Hay que reconocer que los militares participaron muy activamente en el diseño del área desmilitarizada en esa región.


En los procesos con el EPL, el PRT, el Quintín Lame, la CRS y las milicias de Medellín no hubo ningún contacto con el sector militar, salvo algunas coordinaciones para definir los límites de las zonas desmilitarizadas.


Igualmente, en el proceso con las autodefensas tampoco hubo participación de militares, pero sí lo hicieron en la delimitación de las zonas desmilitarizadas.


En el proceso de paz con las Farc-Ep en La Habana hubo una intensa intervención de militares. Varios grupos de oficiales viajaron muchas veces a la isla, encabezados por el general Javier Flórez. El diseño de los 26 Espacios Territoriales de Capacitación y Reincorporación, ETCR, aprobados en la negociación fue realizado por militares activos.


En el proceso de cese al fuego con el ELN también están participando los militares.


Lo mismo sucede en el incipiente proceso con las disidencias de las Farc de Iván Mordisco, en cuyo equipo fue designado un general de la Fuerza Aérea.


Peligros: ¿a qué se enfrenta un proceso de paz si se rompe o no convence a la sociedad o a una de las partes?


Empecemos por decir que es mejor estar en un proceso de paz que no estarlo. Por frágil o lejana que parezca la paz, de todos modos, hay que buscarla, intentarla.


Miremos el asunto, primero en términos generales. El principal peligro de un proceso de paz es que no culmine, que se trunque por cualquier razón, y que al romperse queden resentimientos o se perciban engaños que vuelvan la confrontación más intensa.


También está el peligro de que se alcance el acuerdo de paz, pero que este sea insatisfactorio para una o para las dos partes, y que al poco tiempo se regrese al conflicto. Que el acuerdo se quede corto en eliminar los motivos del conflicto o que, por el contrario, vaya más allá de lo que algunos sectores en ambos bandos consideren apropiado. Que la paz sea considerada como excesiva para una de las dos partes.


Ejemplos hay muchos. En el primer caso, el de la paz truncada, recordemos lo que ocurrió en la guerra de los mil días. Desde el inicio del conflicto se empezó a negociar la paz y al cumplir el primer año estuvo casi listo un acuerdo entre gobierno e insurgentes, pero diferencias internas entre los rebeldes lo frustraron y la contienda siguió con mayor ferocidad.


No se rompe una negociación sin consecuencias porque empiezan las recriminaciones mutuas y aumenta la intensidad de la lucha. Recordemos algo más reciente. Lo que pasó luego del rompimiento del M-19 y EPL de la tregua en tiempos de Betancur, cuando la guerra se intensificó y vino el asalto al Palacio de Justicia. De un proceso de paz truncado se puede pasar a una guerra peor y luego, si es el caso, sí se retorna a un proceso de paz que será más difícil y con más desconfianzas.
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Cultura de Pau. Universidad Autonoma de Barcelona.
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AFRICA

Cameriin
(Ambazonia/
Noroeste y Suroeste)

Gobierno, movimiento
secesionista politico-militar
en el que destacan la coali-
cién Ambazonia Coalition
Team (ACT, que incluye el
1G Sako, AIPC, APLM,
FSCW, MoRISC, SCARM,
SCAPO, SCNC, RoA,
RoAN, actores de la socie-
dad civil y personas inde-
pendientes), la coalicién
Ambazonia Governing
Council (AGovC, que in-
cluye el IG Sisiku,

entre otros).

Iglesia, organizaciones de
Ia sociedad civil, Suiza/
Grupo de Contacto Suizo,
Centro para el Didlogo
Humanitario, Amigos del
Grupo de Contacto Suizo
(EU, EE.UU.,, Canadi,
Bélgica, Alemania, Reino
Unido), USIP, Coalition
for Dialogue and Negotia-
tion (CDN), Vaticano.

Chad

Consejo Militar de Transi-
cién, 52 grupos armados
(entre los que destacan el
Frente para el Cambio y la
Concordia en Chad
(FACT), el Consejo de
Mando Militar para la
Salvaci6n de la Reptiblica
(CCSMR), la Unién de
Fuerzas para la Democra-
ciay el Desarrollo (UFDD)
yla Unién de Fuerzas de
Resistencia (UFR).

Qatar, UA, ONU.

EritreaEtiopia

Gobierno de Eri-
trea 'y Etiopia.

Emiratos Arabes Unidos
(EAU), Arabia
Saudita, EE.UU.
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Gobierno Federal, autori-
dades politico-militares de

Etiopia (Tigré) la region etiope de Tigré | UA, EE.UU., IGAD.
(Frente de Liberacién
Popular de Tigré).
Cuarteto (ONU, Liga
Gobierno de Acuerdo Arabe, UA, UE), Alemania,

Nacional / Gobierno de
Unidad Nacional, Alto

Francia, Italia, Reino
Unido, EE.UUL, Holanda,

Libia Consejo de Estado, Ca | Suiza, Turquia, Egipto,
mara de Representantes | Argelia, Marruecos, Tinez,
(CdR), LNA 0 ALAF. Centro para el Did-
logo Humanitario.
Gobierno, Coordinadora | Argelia, Francia, CEDEAO,
Movimientos de Azawad | UA, ONU, UE, Centro
i (CMA) -MNLA,MAAy | para el Didlogo Humanita-
Mali HCUA-, Plataforma ~GA- | rio, Carter Center; organi-
TIA, CMFPR, CPA, zaciones de la sociedad
faccion del MAA-. civil, Mauriania.
Marruecos, Frente Popular | ONU; Argelia y Maurita-
g nia, Grupo de Amigos del
Marruecos- parala Liberacién de Siram oaneia. FRU0
Sahara Occidental Saguia el Hamray Rio de. | 0 G 20t 50
Oro (POLISARIO). Unido y Rusia).
Equipo mediador nacio-
nal, Comunidad de
Sant Egidio, Iglesia cat6-
: ) lica, ONU, Comunidad de
Mozambique Gobierno, RENAMO. Do e e Ao
tral (SADC), UA, UE, Bot-
suana, Reino Unido,
Sudafrica, Suiza, Tanzania.
Iniciativa Africana para la
Paz y la Reconciliacion
(UA'y CEEAC con apoyo
de la ONU, CIRGL, An-
) gola, Gabon, Rep. del
G gt S o
RCA P 12| dad de SantEgidio, AC-

coalici6n Séléka, mili-
cias anti balaka.

CORD, OCI, Grupo de
Apoyo Internacional
(ONU, UE, entre otros),
Centro para el Didlogo
Humanitario, China,
Rusia, Sudén.
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Gobierno de RDC, go-
bierno de Rwanda, grupo
armado M23, grupos arma-
dos del este del pais, oposi-
cién politica y

sociedad civil.

Conferencia Episcopal
Congolesa (CENCO),
Iglesia de Cristo en el
Congo, Angola, Tanzania,
Uganda, Grupo de Apoyo
ala Facilitacion del Did-
logo Nacional sobre la
RDC liderada porla UA,
SADC, Conferencia Inter-
nacional de la Region de
los Grandes Lagos
(CIRGL), EAC, UA, UE,
ONU, OIF y EE.UUL

Senegal (Casamance)

Gobierno, facciones del
Movimiento de las Fuerzas
Democriticas de Ca-
samance (MFDC)

CEDEAO, Centro para el
Didlogo Humanitario,
Guinea Bis-

sau, Cabo Verde.

Somalia

Gobierno Federal, lideres
de los estados federales y
emergentes (Puntlandia,
HirShabelle, Galmudug,
Jubalandia, Suroeste),
movimiento politico-mili-
tar Ahlu Sunna Wal-
Jama’a, lideres de clanes y
subclanes, Somalilandia.

ONU, IGAD, Turquia, UA.

Sudan

Gobierno de Sudin,
Frente Revolucionario de
Sudan (SREF, coalicién que
aglutina a grupos armados
de Kordofan Sur, Nilo Azul
y Darfur), Movimiento por
la Justicia y 1a Equidad
(JEM), Movimientos de
Liberaci6n de Sudan,
facciones SLA- MM y SLA-
AW, Sudan People’s Libera-
tion Movement-North
(SPLM-N) facciones Malik
Agar y Abdelaziz al-Hilu.

African Union High Level
Panel on Sudan (AUHIP),
Troika (EE.UU., Reino
Unido, Noruega), Alema-
nia, UA, Etiopia, Sudén del
Sur, Uganda,

IGAD, UNITAMS.
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Gobierno (SPLM),
SPLM/A-in-Opposition
(SPLM/AIO), una serie
de grupos menores (SSOA, |y sy piyg; 1GAD, que
SPLM-FD, entre otros); . . 5
A ‘ integra a Sudan, Sudzn del
facciones independientes | ¢ e% % &3 A ORS¢
del SPLM-IO (Kitgwang b “enia, Atiopia, b
3 ; Yibuti, Somalia y Uganda;
liderada por Simon Gat- -
UA (Nigeria, Ruanda,
wech Dualyla de Johnson | o & (8e% Punt
Sudén del Sur Olony; Grupos de Oposi- . ¥ Argelia),

cién de Suddn del Sur No
Signatarios (NSSSOG) -an-
tes SSOMA—: National
Salvation Front (NAS),
South Sudan United Front

China, Rusia, Egipto,
Troika (EE.UUL, Reino
Unido y Noruega), UE,
ONU, South Sudan Coun-
il of Churches, Comuni-

(SSUF). the Real SPLM, | 2 de Sant Egidio.
South Sudan People’s
Patriotic Mo-
vement (SSPPM).
IGAD, Programa de Fron-
teras de la Uni6n Africana
. . Gobierno de Suddny Go- | AUBP), Fuerza Provisio-
Sudan - Sudin del Sur ] ) nal de Seguridad de las
bierno de Sudin del Sur. ‘ )
Naciones Unidas para
Abyei (UNISFA),
Egipto, EE.UU, UE.
AMERICA
Paises garantes (Cuba,
Venezuela, Noruega Mé-
Xico y Chile), Mision de
Colombin 1) Coblermo, ELNY. Verificacién de Naciones

Unidas, Iglesia catdlica,
paises acompaitantes (Ale-
mania, Suecia,

Suiza y Espaiia).

Colombia (Farc)

Gobierno, Comunes.

Misi6n de Verificacién de
la ONU en Colombia,
Componente Internacio-
nal de Verificacién (Secre-
taria Técnica de los
Notables, Instituto Kroc de
la Universidad

de Notre Dame).
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Haiti

Gobierno, oposicién po-
liticay social.

Core Group (ONU, OEA,
UE y gobiernos de Alema-
nia, Francia, Brasil, Ca-
nadd, Espaiia y EE.UU.),
“Comité de Mediaci6n”
(conformado por tres
representantes de organi-
zaciones religiosas, acadé-
micas y empresariales).

‘Venezuela

Gobierno, oposicién po-
liticay social.

Noruega, Rusia, Paises
Bajos, Grupo Internacio-
nal de Contacto.

ASIA

Corea, RPD-Corea, Rep. de

Corea del Norte,
Corea del Sur

Corea, RPD - EE.UU.

Corea del Norte, EE.UU.

Filipinas (MILF)

Gobierno, MILF, gobierno
interino de la Region Aut6-
noma de Bangsamoro en
el Mindanao Musulmn.

Malasia, Third Party Moni-
toring Team, International
Monitoring Team, Inde-
pendent Decom-
missioning Body.

Filipinas (NDF)

Gobierno, NDF (organiza-
cién paraguas de distintas
organizaciones comunistas,
entre ellas el Partido Co-
munista de Filipinas, que
es el brazo poli-

tico del NPA).

Noruega.

India (Assam)

Gobierno, ULFA-PTE,
ULFAT, AANLA, AANLA

(FG), BCF, BCF (BT), STF,
ACMA, ACMA (FG) y APA.

India (Nagalandia)

Gobierno indio, NSCN-IM,
NNPG: GPRN/NSCN
(Kitovi Zhimomi), NNC,
FGN, NSCN(R), NPGN
(No acuerdo) y
NNC/GDRN/NA, ZUF.
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Gobierno; grupos armados
firmantes del acuerdo de
alto el fuego (NCA):
DKBA, RCSS/SSA-South,
CNF, KNU, KNLAPC, ALP,

Myanmar PNLO, ABSDE,NMSPy | China, ASEAN.
LDU; grupos armados no
adheridos al NCA: UWSP,
NDAA, SSPP/SSA-N,
KNPP, NSCNK, KIA,
AA, TNLA, MNDAA.
Pakistin Gobierno, TTP. Afganistin.
Paptia Nueva Guinea Gobierno, Gobierno Aué- |
(Bougainville) nomo de Bougainville. :
Tailandia (sur) Gobierno, BRN. Malasia.
EUROPA
Rusia, UE, EE.UU., Grupo
de Minsk de la OSCE (co-
presidido por Rusia, Fran-
Armenia-Azerbaiyan ) - ciay EE.UU; el resto de
(Nagorno-Karabaj) Armenis, Asesbaiyan. los miembros permanentes
son Belaris, Alemania,
Italia, Suecia, Finlan-
diay Turquia).
Repriblica de Chipre, auto-| ONU, UE; Turquia, Grecia
Chipre proclamada Repiiblica | y Reino Unido
Turca del Norte de Chipre. | (paises garantes).
Gobierno de Georgia,
Georgia (Abjasia, representantes de Abjasiay | OSCE, UE, ONU,
Osetia del Sur) Osetia del Sur, go- EE.UU. y Rusia.

bierno de Rusia.

Moldova (Transnistria)

Moldova, autoproclamada
Repuiblica de Transnistria.

OSCE, Ucrania, Ru-
sia, EE.UU. y UE.

UE, ONU, EE.UU., Ale-

Serbia — Kosovo Serbia, Kosovo h g
mania, Francia.
Turquia, ONU, Israel,
Centro para el Didlogo

Rusia-Ucrania Rusia, Ucrania. Humanitario, Emiratos

Arabes Unidos, Arabia
Saudi, OIEA, OSCE, Ale-
mania, Francia.






